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INTRODUCCIÓN

En su 19ª edición, el Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina organizado por el Consejo Profesional en Ciencias Económicas de la CABA, congrega nuevamente a profesionales del sector privado, funcionarios y magistrados que se desarrollan en el ámbito fiscal a un encuentro de tres días para el estudio y análisis de cuestiones de alta relevancia y actualidad en la materia.

Durante la primera jornada del Simposio –miércoles 6 de septiembre– se desarrollará el trabajo de la Comisión Nº 1, cuyo tema de estudio será el “Tratamiento de rentas y bienes en el exterior”, el cual constituye un tema de suma actualidad e importancia en virtud del exitoso resultado de la Ley 27.260 llamada de “Sinceramiento Fiscal”. 

Durante la siguiente jornada –jueves 7 de septiembre– se desarrollará el trabajo de la Comisión Nº 2 dentro de la cual tengo el honor de ser su relator y cuya temática de estudio será la “Informática Tributaria: La relación fisco contribuyente” . La propuesta de la comisión está direccionada al análisis del tema con rigor científico con el objeto de contribuir a la mejora de la citada “relación fisco contribuyente” desde la perspectiva informática, mediante críticas de grado académico y práctico, con el objetivo de compartir con la comunidad las conclusiones que surgirán de las ponencias de los panelistas, de las exposiciones de los trabajos y colaboraciones técnicas presentadas y del debate entre los participantes de la Comisión.

Este Consejo Profesional de Ciencias Económicas ha asumido desde sus albores el compromiso de contribuir a los temas que hacen a la problemática económica y que impactan sobre el conjunto de la sociedad, entre los cuales sin lugar a duda se encuentra el sistema tributario. Un claro exponente de ello es la publicación de la segunda edición de la obra “Bases y Lineamientos Generales para una Futura Reforma Tributaria”
, en la que se proponen modificaciones al sistema tributario con el objeto de introducir mayor equidad, racionalidad y progresividad en el esquema tributario de nuestro país. 

La temática seleccionada para el trabajo de esta Comisión es una clara reafirmación de dicho compromiso, invitando a toda la matrícula a ser parte del mismo y a sumar su aporte para estas cuestiones que afectan a toda la sociedad argentina.

Tal como fuera descripto sucintamente en las directivas de relatoría, el trabajo de esta Comisión –principalmente por parte de los panelistas y autores– ha sido abocado al análisis de 
la relación fisco-contribuyente tomando como piedra fundamental que la misma es jurídico-legal. Está gobernada por la Constitución Nacional y por los tratados internacionales como fuentes de derechos y garantías. La fuente es la ley, y de ahí surge el marco al cual deben sujetarse y respetar ambas partes, naciendo obligaciones para los contribuyentes, las que pueden ser clasificadas en los siguientes tipos: dar, hacer y soportar. 

Con respecto a la informática tributaria, nuestro derecho positivo poco o nada contempla en forma expresa. Tal vez ello no sea una casualidad, por cuanto –como ya se ha mencionado– la relación fisco-contribuyente es de neto corte jurídico, la informática es simplemente un medio más al servicio de la relación, nunca un fin, ni causa o fuente.

TRABAJO DE COMISIÓN Y METODOLOGÍA DE LA RELATORÍA

En mi función de Relator mi tarea se limitará a exponer las principales ideas, inquietudes y propuestas que han presentado los panelistas y autores en sus exposiciones y trabajos, respectivamente, con la introducción de algún aporte personal que considere conveniente sobre alguna posición en particular.

Este informe de relatoría intenta contener los principales aportes de los panelistas y autores, con la presentación de algunas conclusiones preliminares que surjan de los mismos. En un documento final constarán las conclusiones definitivas y recomendaciones del trabajo de esta Comisión, el que seguramente también reflejará la intervención de los asistentes durante el transcurso del Simposio.

La Comisión cuenta con prestigiosos panelistas que brindarán su interpretación de las distintas situaciones objeto de estudio en base a su experiencia profesional y académica. 
La Dra. Teresa Gómez nos ilustrará con su ponencia “Los intercambios de información generan una AFIP colmada de datos con trascendencia tributaria”, referida al intercambio internacional de información financiera y los derechos de los contribuyentes que deben ser resguardados. 
El Dr. Diego Fraga disertará sobre las consecuencias de la aplicación de los regímenes de información, habiendo presentado su trabajo en coautoría con la Dra. Laura Peszkin denominado “El uso de la informática tributaria y el Estado fiscal Orwelliano: a propósito de la captación masiva de datos por medios tecnológicos”. 
Por su parte el Dr. Daniel Malvestiti expondrá sobre las implicancias de los actos virtuales y las vías de hecho y el resguardo de las garantías individuales, habiendo presentado su ponencia "La informática tributaria y la relación fisco-contribuyente: De la igualdad procesal al soterramiento del derecho de defensa". 
El Dr. Sergio Rufail, en representación de la Administración Federal de Ingresos Públicos, se referirá a los planes de acción actuales y futuros tendientes a mejorar la relación fisco-contribuyente. 
Complementando la exposición de los panelistas, los colegas que han tenido la gentileza de contribuir con la elaboración y presentación de un trabajo con su investigación e interpretación sobre los temas abordados, y que dispondrán de un breve lapso para compartir sus conclusiones con los asistentes, son los siguientes:
· Dr. Marcelo Bello: “El avance de los sistemas informáticos sobre los derechos de los administrados: del Sistema Dos Mil al Siper”.
· Dres. Marcelo Ariel Greco y Analía Paula Magno: “Domicilio Fiscal Electrónico: en camino a su generalización”.
· Dr. Ricardo Esteban Lizaso: “Relación Tributaria y Tecnologías de Información y Comunicación (TIC)”.
· Dras. Romina P. Battista, Yanina V. Beade, y Matías N. Rodríguez Palermo: “Problemática en los regímenes de información”.

A continuación pasaré a realizar el relato de los temas y subtemas que integran el objeto de análisis de esta Comisión Nº 2.  A modo de facilitar su lectura, adelantamos la estructura del presente informe, la división primaria de los temas abordados y el elenco se los subtemas incluidos, sin que ello pretenda acotar el debate en la Comisión:
Derecho tributario Sustantivo
La determinación tributaria
· Los programas aplicativos
· Los servicios web 

· La base de contribuyentes no confiables
· La calificación de riesgo fiscal
Derecho tributario Administrativo
Control de cumplimiento
· Sistemas de cuenta corriente tributaria

· Compensaciones de oficio

· Modalidades de cancelación

· Cancelación de la CUIT
· Domicilio fiscal electrónico

· Perfil de riesgo (SIPER)
· Empadronamientos y registros especiales

· Consultas vía web

Obtención de información tributaria local
· Regímenes de información

· Data Fiscal

· Fiscalización Electrónica

Obtención de información tributaria internacional

· Intercambio de información financiera


Herramientas que faciliten el cumplimiento espontáneo

· Transacciones informáticas de menor complejidad

Derecho tributario contencioso

· Exclusión del Régimen Simplificado

Derecho tributario penal

· Regla de exclusión de la prueba obtenida en forma ilícita

· Cadena de custodia de protección de la prueba

DESARROLLO DE LA TEMÁTICA DEL PANEL

I. Derecho tributario sustantivo

La informática tributaria tiene presencia permanente en la determinación de la obligación tributaria principal. Si bien el hecho imponible es un hecho económico, en ocasiones la informática puede traer diversas consecuencias. En efecto, la programación de los sistemas informáticos (tanto “servicios web” como “aplicativos”) utilizados para la liquidación del gravamen no deben alterar el monto de la obligación tributaria respecto de su sustento legal, de modo tal que el contribuyente quede obligado a liquidar una obligación tributaria diferente a aquella prevista por la ley o bien deba burlar las validaciones de la aplicación informática para que la liquidación resulte acorde a la legalmente prevista.

Cabe recordar que la liquidación tributaria en nuestro país se basa en la “autoliquidación del tributo” por parte del administrado, requiriendo el control ex post de su cumplimiento tributario por parte de la administración tributaria y en este contexto se torna imprescindible el deber de colaboración por parte del administrado. 

Ello se encuentra sustentado por el art. 4º de nuestra Constitución Nacional, cuyo mandato constitucional establece una relación especial de sujeción de los administrados ante la Administración, debiendo aquellos prestar colaboración a ésta a los efectos de contribuir al sostenimiento del gasto público.

El art. 11 de la Ley Nº 11.683 (Ley de Procedimiento Tributario) establece que la determinación y percepción de los gravámenes que se recauden con la presente ley, se efectuará sobre la base de declaraciones juradas que deberán presentar los responsables del pago de los tributos en la forma y plazos que establezca el Organismo fiscal. Asimismo, cuando lo considere necesario se podrá extender dicha obligación a los terceros que intervengan en las operaciones o transacciones de los demás contribuyentes y demás responsables, que estén vinculados a los hechos gravados por las leyes respectivas.

La informática tributaria suele generar consecuencias jurídicas en la relación fisco-contribuyente respecto a la determinación de la obligación tributaria. A través de inobservancias en el diseño de los sistemas informáticos pueden generarse daños irreparables en los derechos de los contribuyentes y/o responsables toda vez que la Administración se aparte de la ley en el diseño de los programas aplicativos cuando incurre en errores u omisiones, afectando la técnica de liquidación emanada de las normas legales tributarias pertinentes.
En ese sentido Bello señala que debe existir un período de prueba de aplicativos y de servicios Web, en particular respecto de los más masivos, y en especial sobre los correspondientes al Impuesto a las Ganancias y Bienes Personales.  Los sistemas debieran estar publicados con suficiente antelación respecto de los vencimientos en los que deban ser utilizados.
Lizaso remarca que cada nueva versión de estos aplicativos está aprobada por Resolución General de la AFIP y además se publican en la página de la AFIP, de donde pueden ser descargados al equipo del usuario. Y aquí destaca el inconveniente que si bien la versión se aprueba por Resolución General, el “release” (liberación, lanzamiento o estreno) no se hace por la misma vía. Señala que los tres principales problemas relacionados con los aplicativos residen en la falta de actualización rápida frente a las modificaciones legales, respecto de  las trabas a completar ciertos datos requeridos, y en la no aceptación de los datos cargados con versiones distintas a la última. 
Sostiene que una forma de mitigar estos problemas sería establecer normativamente que un aplicativo debe estar listo y disponible, por lo menos, con tres meses de anticipación al vencimiento general de la obligación de presentar una declaración jurada, sea tanto determinativa como meramente informativa, estableciendo asimismo que mientras no se modifique la versión, se puedan realizar las presentaciones con cualquiera de los “releases” disponibles de la misma versión. 
En cuanto a los puntos de control (o trabas al completar ciertos datos) propone que el programa emita las ventanas informativas en forma previa a completar los datos (por ejemplo el tope de mínimo no imponible o el tope máximo de una deducción).
Nos permitimos agregar que la rigidez de los aplicativos es un tema no menor y la falta de un campo en los mismos que permita incorporar observaciones o aclaraciones también debería ser analizada.

Respecto de los “servicios web”, nos señala Lisazo que son muy útiles a la hora de realizar transacciones en línea, pero carecen de las formalidades necesarias para ser considerados un medio de recabar información, por temas relacionados con la disposición de tiempos y normas legales que los avalen con suficiencia.  
Por otra parte sostiene que vincular el vencimiento de obligaciones a la puesta a disposición de datos o presentación de declaraciones juradas mediante el servicio web sin prever algún otro medio alternativo resulta de incontrolable cumplimiento por parte del obligado, pues siempre se estará dependiendo del correcto funcionamiento informático (energía, internet, página web del organismo fiscal, dificultoso acceso en ciertas localidades de nuestro país) donde el mal funcionamiento de alguna de las variables involucradas en el proceso puede causar el incumplimiento involuntario. En consecuencia se propone analizar la posibilidad de que existan medios alternativos de presentación en situaciones de contingencia.
Otra cuestión relevante en materia de la determinación tributaria es la pertenencia de un proveedor a la base de “contribuyentes no confiables” (otrora base “APOC”), que da como resultado la presunción de que las operaciones con tales sujetos no han existido y la consecuente alteración de la determinación del monto del tributo. En ciertos casos la Administración Federal (AFIP) aplica el trabajo realizado con anterioridad al momento de la transacción analizada y los resultados por los cuales un sujeto ha sido calificado como “no confiable” al momento de evaluar el cumplimiento de las obligaciones materiales del adquiriente de los bienes objeto de comercio o prestatario de los servicios puede haber cambiado desde entonces. Sobre el presente nos preguntamos hasta qué punto la Administración resigna la búsqueda de la verdad material objetiva del caso, para simplificarla y/o reemplazarla por la información obrante en una base de datos; cuál fue la metodología observada al momento de incluir a contribuyentes dentro de esa base de datos; si existió un acto administrativo al respecto.

Sostiene Bello que “el art. 33 de la Ley Nº 11.683 faculta al Organismo fiscal a establecer que “… los responsables otorguen determinados comprobantes y conserven los duplicados por las operaciones que realicen, así como los demás documentos y comprobantes de sus operaciones…”. El artículo agregado a continuación dispone que “los contribuyentes estarán obligados a constatar que las facturas o documentos equivalentes que reciban por sus compras o locaciones, se encuentren debidamente autorizados por la Administración Federal de Ingresos Públicos”. 

De esta manera se establece un régimen de constatación de autorizaciones otorgadas por el ente fiscal de facturas o documentos equivalentes que reciban por sus compras o locaciones, los contribuyentes que el Fisco establezca según parámetros objetivamente delineados. Empero, el ente fiscal no ha dictado normas reglamentarias al respecto.

Dicho autor opina que la creación de la base APOC carece de sustento legal y por sobre ello  la gravedad se observa en su aplicación a partir de impugnaciones de facturas de proveedores que no cuentan con dicha calificación, generando daños irreparables a quienes soportan dichas impugnaciones; también entiende que los administrados tienen derecho a una decisión fundada pues la causa que respalda un acto administrativo no puede ser discrecional ni indiciaria, dado que debe hallarse referida a circunstancias perfectamente verificables.

En materia de tributación local, se presentan inquietudes con las calificaciones de riesgo fiscal, donde un sujeto es incluido en una base de datos por supuestas infracciones cometidas o incumplimientos materiales, sin que exista un acto administrativo y el contribuyente tenga la oportunidad previa de ser oído ni de defenderse. El resultado es la recaudación mediante pseudo regímenes de retención y/o percepción y/o acreditaciones bancarias que terminan superando abultadamente la obligación fiscal, o bien la denegatoria de una exención alterando así la determinación tributaria. En estos casos, el reemplazo de los mecanismos recursivos previstos en las normas procedimentales con tecnología por más novedosa que sea –a la cual, por otro lado, no todos los contribuyentes pueden acceder del mismo modo- merece un análisis más profundo que dictar una norma reglamentaria que contemple la informática, ya que existen normas de jerarquía que fijan principios liminares cuya caracterización y configuración no deja espacio alguno para interpretar algo distinto.
Ciertamente el hecho de modificar la cuantía de un régimen de recaudación (que en muchos casos originan saldos a favor que  los convierten en impuestos sin ley), como el de disponer de una exención por medio de una reglamentación, no tienen en cuenta que el poder de gravar (al igual que el poder de eximir) resulta exclusivo del Poder Legislativo y no del Ejecutivo y delegable en la Administración.
Con inigualable claridad sostiene Malvesiti que “algunos fiscos provinciales utilizan mecanismos similares al “SIPER” para encarecen las retenciones o percepciones a realizar a los contribuyentes en función a esta categorización abusándose de la delegación en cuanto al nombramiento de este tipo de agentes y trasladándolo a las alícuotas aplicable que lo único que provocan es un mayor saldo a favor que va in crescendo y del cual, el fisco en cuestión se apropia alejando cada vez más las posibilidades de su reintegro al contribuyente retenido o percibido en exceso.”

II. Derecho tributario administrativo

Esta rama comprende la actividad de la administración tributaria que consiste en ejercer las acciones atinentes al mejor cumplimiento de los fines del derecho tributario material. El estudio puede, a su vez, dividirse en la actividad que hace al control de cumplimiento por parte de un responsable y también a la obtención de información sobre aspectos vinculados al hecho imponible, de forma tal de poder controlar el volumen de los negocios y así en forma indirecta el cumplimiento de las obligaciones materiales mediante los denominados “regímenes de información”. Recientemente también ha tomado mayor énfasis el intercambio internacional de información financiera. Por último, pero por ello no menos importante, consideramos también que dentro de este capítulo debiera pensarse en la informática tributaria como una herramienta que facilite el cumplimiento espontáneo de las obligaciones tributarias.

Control de cumplimiento

El artículo 13 de la Ley Nº 11.683 dispone que la declaración jurada se encuentra sujeta a verificación administrativa y, sin perjuicio del tributo que en definitiva liquide o determine el Organismo fiscal, hace responsable al declarante por el gravamen que de ella resulte, cuyo monto no podrá reducirse por declaraciones posteriores. 

Además, el declarante será también responsable en cuanto a la exactitud de los datos que contenga la declaración jurada sin que la presentación de otra posterior, aunque no le sea requerida, haga desaparecer dicha responsabilidad.

La obligación tributaria va acompañada de un conjunto de deberes, reglas y principios de procedimiento tributario, que incluye un conjunto de potestades legales a favor del Organismo fiscal a los efectos de poder ejecutar su función fiscalizadora.

Las facultades que detenta la Administración tributaria respecto a requerir el cumplimiento de los deberes formales que recaen sobre los administrados encuentran como valladar que la información requerida se vincule con la materia imponible. 

Asimismo, dichas facultades se encuentran sujetas a la discrecionalidad del Organismo fiscalizador, quien valorará a su juicio la información a requerir que facilite la fiscalización. Empero, dicha discrecionalidad debe considerarse como la posibilidad de apreciar libremente la oportunidad o conveniencia del Organismo recaudador de requerir información al contribuyente dentro del ámbito de lo razonable, en el sentido de que el acto administrativo discrecional no debe oponerse radicalmente al acto reglado, puesto que de lo contrario estaremos en presencia de arbitrariedad, y en tal caso dicho acto se encontrará viciado, encontrándose fuera de la esfera administrativa.
Bello sostiene que “la Administración tributaria también podrá exigir que los responsables otorguen determinados comprobantes y conserven sus duplicados, deviniendo de gran valía conocer las disposiciones del art. 35 de la Ley Nº 11.683 que establece que la AFIP tendrá amplios poderes para verificar en cualquier momento, inclusive respecto de los períodos fiscales en curso, por intermedio de sus funcionarios o empleados, el cumplimiento que los obligados o responsables concedan a las leyes, reglamentos, resoluciones e instrucciones administrativas, fiscalizando la situación de cualquier presunto responsable. A solo título enunciativo citamos las atribuciones comprendidas por dicha norma, a saber: citaciones al contribuyente o responsable, exigir la presentación de comprobantes y justificativos, inspección de libros, anotaciones, papeles y documentos de responsables y terceros, requerir el auxilio de la fuerza pública, solicitar órdenes de allanamiento, clausura preventiva de establecimientos, autorizar a sus funcionarios a actuar como agentes fedatarios o agentes fiscalizadores encubiertos.”
Sin dudas, la informática tributaria ha venido a facilitar notablemente el control del cumplimiento, al agilizar el cómputo de créditos por obligaciones que surgen de las presentaciones de declaraciones juradas y de débitos por los pagos o compensaciones realizados.

Respecto de los sistemas informáticos de cuenta corriente, dicho autor nos aporta en su trabajo una reseña normativa histórica que abarca desde la aplicación del “Sistema Dos Mil” que data de 1991, pasando por la presentación generalizada de declaraciones juradas por Internet (R.G.AFIP 1345/02), la obligatoriedad de cancelación mediante transferencia electrónica de fondos para algunos contribuyentes (R.G.AFIP 1778/04), la implementación del Sistema de Cuentas Tributarias (R.G.AFIP 2381/07) y la generalización del pago electrónico de obligaciones tributarias (R.G. AFIP 4084-E/17).

No podemos dejar de señalar a modo de ejemplo que, en ocasiones, el “Sistema de Cuentas Tributarias presenta errores en el procesamiento de la información (v.gr. duplica obligaciones, créditos, pagos, u otro tipo de errores) que pueden  generar intimaciones o impedir la presentación de trámites por deudas inexistentes, situación que  requiere la atención urgente del fisco en pos de solucionar dichos inconvenientes.

Señala Bello, citando a Gómez que “el sistema de “cuentas tributarias” no puede, ni debe, desplazar ningún instituto tributario. Ello así, la declaración jurada (art. 11), el sistema de notificaciones previsto en el art. 100 y las compensaciones reguladas por el art. 27 (todos ellos del texto procedimental), así como los plazos establecidos según las previsiones del art. 1º, inciso e) apartado 4º de la ley 19.549; el principio de inocencia y el debido proceso adjetivo no cambian, no se suspenden, no se modifican ni tampoco pierden vigencia porque la AFIP haya implementado una mera herramienta informática. Por ello será necesario supervisar que “cuentas tributarias” actúe, únicamente, para aquello que fue creado: otorgar a los contribuyentes “mejores servicios para el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones tributarias”
.
En referencia a cuestiones más puntuales, dicho autor señala que el sistema de “Cuentas Tributarias” debiera convalidar automáticamente las solicitudes de reducción de anticipos realizadas oportunamente por los contribuyentes y/o responsables, a los efectos de que los mismos no figuren como deudores de los anticipos originarios. Comenta además que dicho sistema presenta dificultades respecto a la imputación de pagos y compensaciones, generando contrasientos que resultan de dificultosa dilucidación. Por ello opina que debiera simplificarse la metodología de imputación del sistema de manera tal que resulte fácilmente identificado cada movimiento registrado en el sistema por parte de los contribuyentes y/o responsables de forma tal que no requiera la asistencia de un profesional especialista en la materia. Cabe señalar que recientemente, durante el transcurso de los vencimientos del periodo fiscal 2016, el Organismo ha modificado sustancialmente dicho sistema procurando dar algunas respuestas a los inconvenientes planteados.
Entendemos que la información disponible en forma inmediata en la cuenta corriente del contribuyente permitiría compensar saldos acreedores y deudores de un mismo contribuyente; la falta de compensación de oficio, e incluso devolución de oficio (teniendo en cuenta la previsión del artículo 29 de la Ley 11.683
) torna inexplicable que se generen ejecuciones fiscales por obligaciones incumplidas frente a un tributo en coexistencia con saldos a favor de libre disponibilidad en otro/s, pudiéndose previamente utilizar este instituto.
Coincidimos con Malvestiti que “otra de las cuestiones que merece suma atención por parte del ente fiscal nacional es aquella que se señala en la normativa que dispone la compensación de oficio por parte del organismo recaudador de saldos adeudados por el contribuyente con saldo a favor en poder del Fisco que pese a conocerlos cada vez con mayor precisión –p.ej. a través del “Sistema de Cuentas Tributarias”- parece que esa norma está literalmente “embalsamada” ya que no se atreve ni a mencionarla. A pesar de ello, la aplicación del artículo 28 de la Ley N° 11.683 que prevé dicha forma de compensación, en armonía con el artículo 81 de la citada ley –cuyos 4° y 5° párrafos se conocen doctrinariamente como la “teoría de las correcciones simétricas”- darían lugar a soluciones que evitarían gran cantidad de conflictos posteriores y trámites por parte de los contribuyentes que reclaman hasta en la justicia el reconocimiento de dichos saldos a favor resonando como hilarante la frase del artículo 29 de la misma norma cuando se señala que “…se debe proceder a la devolución de lo pagado de más en forma simple y rápida…”.
Nótese también que la limitación a las modalidades de cancelación de las obligaciones tributarias también puede dar lugar a situaciones no deseadas. En ocasiones se presentan sujetos que no tienen cuentas bancarias en el país con fondos suficientes o que poseen la mayoría de sus fondos en el exterior, o incluso en situaciones donde el monto a ingresar no adquiere cifras por nada relevantes, no se encuentra disponible la posibilidad de pagar el tributo de otra manera diferente a la electrónica. 
En opinión de Bello, ante la generalización de la obligatoriedad del pago de obligaciones tributarias mediante transferencia electrónica de fondos, el organismo recaudador debería contemplar excepciones respecto a aquellos contribuyentes y/o responsables que tengan restricciones de accesibilidad, en especial en aquellas localidades del interior del país que tengan dificultades de acceso a internet, quedando imposibilitados de efectuar dichas transferencias electrónicas. Asimismo sostiene que “debería contemplarse un umbral mínimo a partir del cual resulte aplicable la nueva normativa que torna obligatorio el pago de obligaciones mediante transferencia electrónica de fondos. En este sentido, debiera admitirse el pago en efectivo de obligaciones tributarias, previsionales y aduaneras que no superen los $ 1.000 (mil pesos).“ Nos permitimos agregar que de avanzarse en este sentido el monto debiera expresarse en una unidad de medida que resulte actualizable a lo largo del tiempo.

Respecto de la cuestión referida a la cancelación de la inscripción (mayormente llamada baja de la CUIT), cabe recordar que la R.G. (AFIP) 3358
 dispone la cancelación de oficio de la inscripción de las sociedades comerciales que no registren altas en los impuestos y/o regímenes, o no hubieren presentado declaraciones juradas determinativas.
Dicha norma fue posteriormente modificada mediante la aprobación en el ámbito del “Sistema Registral” de los “Estados Administrativos de la CUIT”, a los efectos de establecer distintos grados de acceso a los servicios con Clave Fiscal y a determinados trámites.
Ello surgió ante el planteo de diversas entidades profesionales de permitir la regularización  de gran cantidad de CUIT inactivos. La AFIP respondió mediante el dictado de la RG (AFIP) Nº 3832
 la cual dejó sin efecto la cancelación administrativa de la CUIT reemplazando dicho procedimiento por una evaluación periódica de los contribuyentes y responsables a través de controles sistémicos con el foco en incumplimientos y/o inconsistencias que pudieran existir
.

El Organismo recaudador oportunamente dictó dicha norma en uso de las facultades reglamentarias previstas en el artículo 7º del Decreto (PEN) 618/97 con fundamento en que la misma le otorga la posibilidad de regular la inscripción de contribuyentes, responsables, agentes de retención y percepción, empero, reafirma Bello, no la autoriza a proceder a cancelar o dar de baja la inscripción de los contribuyentes. “Ello se debe a que la AFIP solo detenta facultades para regular la forma y el modo de inscripción de los contribuyentes en los diversos registros (impuestos, regímenes, etc.) que disponga dicho Organismo, pero no dispone de un procedimiento para proceder a la cancelación o baja de dicha inscripción mediante la imposición de una sanción.”
Dicho proceder por parte de la Administración tributaria opera como una sanción impropia que genera un perjuicio irreparable al contribuyente o responsable, llegando hasta el extremo de limitar el desenvolvimiento normal de su actividad económica, difiriendo para una segunda instancia el ejercicio de su derecho de defensa y el dictado del acto administrativo en que funde su proceder.
En opinión de Malvesiti si de la inactivación de la C.U.I.T. se trata, “ la Resolución General N° 3832/2016 a partir de la cual se esgrimen los “Estados Administrativos de la C.U.I.T.” por medio de los cuales se limita el acceso a los servicios en la página web de la AFIP según el sujeto de que se trate y uno de los tantos casos de evaluación será el estar incluído en la “Base de Contribuyentes No Confiables” también conocida más popularmente como “Base Apoc” –cuya inclusión en la misma no está regulada normativamente así como tampoco su exclusión para los contribuyentes y responsables que se encuentren incluidos en ella-.

Lo más llamativo es que cuando uno ingresa al sector de la página web donde bajo el nombre de “Usinas” aparece la posibilidad de consultar las facturas apócrifas puede visualizarse una leyenda que señala “La información que contiene esta base de datos corresponde a facturas o documentos equivalentes que, por algún motivo, fueron calificados como apócrifos. Los datos son de carácter meramente informativos, con una función preventiva.” (SIC) –lo resaltado nos corresponde-. Ahora bien, si los datos son de carácter meramente informativo, ¿ por qué la inclusión en dicha base provoca el “deceso” de la C.U.I.T. ?.”
Dicho autor concluye que todo lo vinculado a la inactivación permanente o transitoria de la C.U.I.T., de la Clave Fiscal y de cualquier otra cosa que el Fisco intente informáticamente, violenta derechos constitucionales ya que, sin esfuerzo el organismo fiscal incurre en una conducta que está expresamente prohibida en la Ley N° 19.549 en su artículo 9° que se titula “Vías de hecho” y donde allí se señala, en lo que aquí interesa, que “La Administración se abstendrá: a) de comportamiento materiales que importen vías de hecho administrativas lesivas de un derecho o garantía constitucionales…”.
En materia de domicilio fiscal electrónico, cabe citar que la Ley Nº 26.044
 incorporó a continuación del artículo 3º de la Ley Nº 11.683, el siguiente artículo: “Artículo…: Se considera domicilio fiscal electrónico al sitio informático seguro, personalizado, válido y optativo registrado por los contribuyentes y responsables para el cumplimiento de sus obligaciones fiscales y para la entrega o recepción de comunicaciones de cualquier naturaleza. Su constitución, implementación y cambio se efectuará conforme a las formas, requisitos y condiciones que establezca la Administración Federal de Ingresos Públicos, quien deberá evaluar que se cumplan las condiciones antes expuestas y la viabilidad de su implementación tecnológica con relación a los contribuyentes y responsables. Dicho domicilio producirá en el ámbito administrativo los efectos del domicilio fiscal constituido, siendo válidas y plenamente eficaces todas las notificaciones, emplazamientos y comunicaciones que allí se practiquen por esta vía”.

El Organismo Fiscal ha generalizado la obligatoriedad de constituir y mantener el “Domicilio Fiscal Electrónico”, en los términos de la RG (AFIP) Nº 2109
 -y sus modificatorias  y complementarias-, como requisito indispensable para adherir a planes de facilidades de pago, solicitar beneficios o para realizar diversos trámites ante dicho organismo, no obstante el artículo 18 de la R.G. (AFIP) Nº 2109 –claramente siguiendo el mandato legal- dispone que el domicilio fiscal electrónico es optativo.

Ante tales inconvenientes, remarca Bello que se impone la necesidad de proceder a: a) la revisión de las condiciones previstas en la Ley Nº 11.683 para considerar notificado al contribuyente; b) la limitación de la aplicación de esta herramienta sobre actos y resoluciones de la Administración de gran importancia para el contribuyente; y c) la vinculación efectiva de esta herramienta con otros canales de comunicación (ej: mensaje de texto) que adviertan sobre la necesidad de ingreso a la aplicación a los fines de concretar la notificación efectiva por parte del contribuyente.

Asimismo dicho autor citando diversa doctrina, sostiene que “el mecanismo de notificación al domicilio fiscal electrónico, vía internet, amerita la crítica primero, y especialmente en numerosos lugares del interior, porque no hay un adecuado funcionamiento del sistema de comunicaciones informáticas. Pero encontrándose en juego derechos constitucionales, como el derecho de propiedad y el debido proceso, debería considerarse que un rechazo amerita la notificación expresa al domicilio del contribuyente. Especialmente para asegurar que la eventual defensa se pueda ejercer plena y efectiva”
.
Greco y Magno se refieren al indudable carácter optativo del instituto según lo dispuesto en las normas citadas anteriormente mediante las cuales se reglamentan los actos susceptibles de notificación por medios de comunicación informática y las formas, requisitos y condiciones a observar por parte de los contribuyentes y/o responsables, para formalizar la constitución del domicilio fiscal electrónico ante el organismo (la R.G. AFIP Nº 2109
 deroga normas anteriores con la finalidad de realizar el ordenamiento y actualización de las mismas, reuniendo en un solo cuerpo normativo la reglamentación del domicilio fiscal de contribuyentes y responsables).

Los autores exponen una muy clara síntesis de los aspectos más relevantes de la  reglamentación del instituto de domicilio fiscal electrónico, de las notificaciones que pueden ser cursadas mediante el mismo, del contenido de las mismas y de los plazos de notificación:

a) Constitución del domicilio fiscal electrónico

· Se instrumentará mediante una funcionalidad específica de la aplicación informática denominada "e-ventanilla", que operará a través del sitio "web" del organismo (http://www.afip.gov.ar)

· Los contribuyentes y/o responsables deberán manifestar su voluntad expresa mediante la aceptación y transmisión vía "Internet" de la fórmula de adhesión.

· La constitución del domicilio fiscal electrónico se juzgará perfeccionada con la transferencia electrónica de la fórmula de adhesión, efectuada por el contribuyente, responsable o persona debidamente autorizada al efecto.

· El domicilio fiscal electrónico constituido con arreglo a la presente resolución general tendrá una vigencia mínima de UN (1) año contado a partir de la fecha de comunicación de su aceptación, la que será renovada en forma automática a su vencimiento sin necesidad de solicitud expresa por parte del responsable. Transcurrido el plazo mínimo aludido, el contribuyente podrá solicitar la revocación del domicilio fiscal a que se refiere la presente resolución general, mediante la transferencia electrónica de la fórmula que se aprueba como Anexo V y surtirá efectos a partir de la comunicación que emita este organismo en la forma prevista en el citado artículo 19.

b) Actos susceptibles de ser notificados por comunicación informática

· Las liquidaciones a que se refiere el artículo 12 de la Ley Nº 11.683, texto ordenado en 1998 y sus modificaciones.

· Las citaciones, notificaciones, emplazamientos e intimaciones por falta de presentación de declaraciones juradas y/o de pago y demás actos emitidos con firma facsimilar, conforme los artículos 38 de la Ley Nº 11.683, texto ordenado en 1998 y sus modificaciones, 51 y 64 del Decreto Nº 1397 del 12 de junio de 1979 y sus modificaciones, y las previstas en la Resolución General Nº 1235.

· Toda otra citación, notificación, emplazamiento o intimación emitidas por esta Administración Federal vinculadas con los servicios "web" que se detallan en el Anexo II y/o los que el organismo brinde en el futuro, a los que hubiere adherido el contribuyente y/o responsable.

Por lo tanto los autores entienden que en base a lo detallado precedentemente, quedan excluidos de la notificación por comunicación electrónica los siguientes actos administrativos:

· Las resoluciones que impongan la sanción de multa o clausura conforme el procedimiento dispuesto en el artículo 41 de la Ley Nº 11.683.

· Las resoluciones que instruyan sumarios administrativos para la aplicación de sanciones (artículo 70 de la Ley Nº 11.683)

· Las resoluciones que impongan sanciones o determinen los tributos y accesorios en forma cierta o presuntiva conforme el procedimiento dispuesto en el artículo 17 de la Ley Nº 11.683.

· Las resoluciones que se dicten en reclamos por repetición de tributos en los casos autorizados por el artículo 81 de la Ley Nº 11.683

· Las resoluciones que resuelvan recursos de reconsideración (artículo 76 de la Ley Nº 11683),  de apelación administrativa (artículo 77 de la Ley Nº 11683) y de apelación para ante el Director General ante el Director General (artículo 74 del Decreto reglamentario de la Ley Nº 11683).
Asimismo recalcan los datos que deben contener las comunicaciones informáticas
:

· Fecha de disponibilidad de la comunicación en el sistema.

· Clave Única de Identificación Tributaria (C.U.I.T.) y apellido y nombres, denominación o razón social del destinatario.

· Identificación precisa del acto o instrumento notificado, indicando su fecha de emisión, tipo y número del mismo, asunto, área emisora, apellido, nombres y cargo del funcionario firmante, número de expediente y carátula, cuando correspondiere.

· Transcripción de la parte resolutiva. Este requisito podrá suplirse adjuntando un archivo informático del instrumento o acto administrativo de que se trate, situación que deberá constar expresamente en la comunicación remitida.

Por último se refieren al momento a partir del cual se considera notificado un acto mediante comunicación informática
:

· El día que el contribuyente, responsable y/o persona debidamente autorizada, proceda a la apertura del documento digital que contiene la comunicación, mediante el acceso a la opción respectiva de "e-ventanilla", o el siguiente hábil administrativo, si aquél fuere inhábil, o

· Los días martes y viernes inmediatos posteriores a la fecha en que las notificaciones o comunicaciones se encontraran disponibles en el servicio "web" "e-ventanilla", o el día siguiente hábil administrativo, si alguno de ellos fuere inhábil.

Los autores realizan un exhaustivo análisis de la aplicación del instituto a nivel local (provincial) a lo largo de todo el país, concluyendo que las redacciones legales y reglamentarias son similares, en algunos casos estableciendo la opción, en otros la obligatoriedad, como así también en algunos dejando en cabeza de la Administración Tributaria local el establecimiento de su obligatoriedad. Resaltan que a la fecha el instituto se encuentra previsto en 22 de las 24 jurisdicciones del país, aunque no en todas ellas se encuentra operativo su funcionamiento. 
Recomiendan para todas las jurisdicciones el envío del e-mail de cortesía como aviso de la puesta a disposición de una comunicación informática y la creación de un servicio único de ventanilla electrónica de fácil acceso, comprensible y actualizado, para todos los fiscos locales administrado por la Comisión Arbitral del Convenio Multilateral, a los efectos de facilitar las obligaciones de  contribuyentes y/o responsables adheridos al domicilio fiscal electrónico.  

Respecto del sistema de perfil de riesgo del contribuyente conocido como (SIPER), cabe señalar que ha sido creado en el año 2005 mediante la R.G. (AFIP) Nº 1974
, siendo un sistema informático cuya finalidad es la de categorizar a los contribuyentes de acuerdo con el grado de cumplimiento de sus obligaciones fiscales formales y/o materiales. 

El “SIPER” tiene por objeto afianzar la recaudación tributaria y beneficiar a aquellos contribuyentes y/o responsables que cumplan con sus obligaciones fiscales formales y/o materiales respecto de aquellos que no cumplan con las mismas, los cuales tendrán mayor riesgo de fiscalización.

Opina Bello que en sus orígenes el “SIPER” tenía por objeto focalizarse en aquellos contribuyentes que tuvieren especial interés fiscal, estando destinado a exteriorizar diferentes categorías de contribuyentes y/o responsables inscriptos en el Impuesto al Valor Agregado que se encontraren bajo jurisdicción de determinadas dependencias del ente fiscal y/o pertenecientes a sectores y/o grupos estadísticamente homogéneos, en función del grado de cumplimiento de sus deberes formales y/o materiales, según la información disponible en la base de datos de dicho organismos fiscal. Luego, mediante la R.G. (AFIP) Nº 2166
 se extendió su universo de contribuyentes a los importadores, exportadores y despachantes.

La AFIP oficializó el relanzamiento del “SIPER” mediante la R.G. (AFIP) Nº 3985 con el objeto de iniciar una etapa de actualización basada en su reestructuración, implementando una nueva herramienta de categorización de los contribuyentes y/o responsables de acuerdo con el grado de cumplimiento de sus obligaciones fiscales materiales y/o materiales.

El autor señala que desde la óptica de los administrados, las consecuencias emanadas del SIPER no deben cercenar los derechos y garantías que le asisten por mandato constitucional, a pesar de obtener una baja calificación en su conducta fiscal. En este sentido, existen opiniones convergentes en que una buena calificación debe redundar en otorgar un beneficio al contribuyente más no penalizarlo ni quitarle facilidades de pago.
En la calificada opinión de Malvestiti “el Sistema de Perfil de Riesgo (SIPER)” lejos de “…profundizar la transparencia de la relación fisco-contribuyente…” –tal cual se prodiga desde el considerando de la Resolución General N° 3985-E- provoca un agravamiento de la situación de los contribuyentes y responsables en cuanto a su situación para con el fisco a punto de discriminarlos al categorizarlos según lo que hagan o lo que dejen de hacer, violentando, en forma flagrante, el principio de igualdad constitucional en lo que refiere a la igualdad de tratamiento.”

Por otra parte, sostiene atinadamente que no puede la mentada resolución disponer que la constitución de domicilio fiscal electrónico constituya una condición para consultar en qué categoría se encuentra dentro del mentado perfil cuando sabido es que el artículo sin número a continuación del artículo 3° de la Ley N° 11.683 (t.v.) prevé clara y expresamente que la constitución de dicho domicilio es optativa y no, extorsiva.
El autor opina que el SIPER “debería servir, por ejemplo, para seleccionar a los contribuyentes a fiscalizar como ocurrió desde antaño –y cuyo resultado quedaba en el seno del organismo fiscal a los fines de la toma de decisiones- mas no para incorporarlos en una categoría a gusto o a disgusto, no salvando esta falacia el hecho que pueda recurrirse la calificación en tal o cual categoría ya que, la mentada disconformidad, se hace a través de la página web, en franca contradicción con lo dispuesto por la Ley N° 19.549 de aplicación supletoria que no prevé mecanismo virtual alguno para ejercer el derecho a ser oído. Si a esto le añadimos que encima se obliga a utilizar la ya famosa “Multinota” de la Resolución General N° 1128/2001 violentándose el principio de informalismo a favor del administrado, resultado harto claro que esta combinación es letal en lo que refiere al ejercicio del debido proceso adjetivo.”
Por último, en materia de empadronamientos especiales, cabe referirse a la información recabada por el Fisco a través de los diversos “registros” con un fin determinado. A modo de ejemplo podemos citar el empadronamiento como empresa “Pyme” que permite gozar de los beneficios de la Ley 27.264; la pertenencia a dicho universo se rige por los montos anuales de ventas, la actividad desarrollada, y la no pertenencia a un grupo económico que pudiera significar la exclusión del solicitante del universo Pyme. Si el Fisco ha recabado la información de las ventas de las declaraciones determinativas presentadas, conoce la actividad en función de aquella declarada por el contribuyente en el nomenclador de actividades, y posee la información de sus accionistas, socios, y grupo económico en virtud de los regímenes informativos existentes, nos preguntamos si verdaderamente no sería posible prescindir del registro especial. Debe tenerse en cuenta que la falta de renovación de registros tales como el ejemplificado causan la pérdida total de determinados tratamientos diferenciales, de los que el contribuyente debiera gozar por el hecho de encontrarse al día y sin necesidad de registración especial, en la medida que alcance los requisitos previstos por el beneficio o tratamiento diferencial de que se trate. Otros ejemplos semejantes podemos encontrarlo en la R.G. (AFIP) 3900/16 referida a la exención o atenuación de alícuota del Impuesto sobre los Débitos y Créditos en Cuentas bancarias, en el Registro de Operadores de Granos, entre otros.
Obtención de información con relevancia fiscal

En cuanto a la obtención de información de trascendencia fiscal, Fraga desarrolla en su ponencia los métodos utilizados por los fiscos distinguiendo en aquellos que resultan “típicos” y otros que podemos denominar como “atípicos”, aunque su utilización por parte del fisco resulte cada vez más frecuente. 

Entre los medios “típicos” podemos mencionar los requerimientos (electrónicos y no electrónicos), los regímenes generales de información, la denuncia tributaria (y, dentro de ella, la denuncia formulada a través de medios informáticos o con la ayuda de dispositivos móviles), el allanamiento de domicilio, y el intercambio de información con otras Administraciones Tributarias. 

El autor sostiene que “tanto los requerimientos como los regímenes generales de información se encuentran dentro de los que la doctrina denomina “deberes de información” y, si bien no existen estadísticas públicas sobre su utilización, es dable presumir que actualmente involucran el mayor caudal de datos de los que se nutre el organismo recaudador para la realización de sus funciones, sumado a aquellos que le llegan por la presentación de declaraciones juradas “sustantivas”, es decir, destinadas a exteriorizar una situación para el pago de los impuestos. Estos deberes de información deben ser cumplidos a nivel federal por el contribuyente a través de medios electrónicos, cargándose la información requerida por la normativa vigente  en la página de la AFIP, mediante los sistemas aplicativos suministrados desde ese mismo organismo.”
Entre los métodos “atípicos” se encuentran los medios de comunicación masiva, que pueden  clasificarse en “tradicionales” (por ej., periódicos, radio, televisión, etc.) y “modernos” (Internet, imágenes satelitales, drones, manejo de Big Data, etc.). Dentro de los métodos “modernos”, también encontramos algunas formas de captar datos poco ortodoxas, como lo son las filtraciones de datos privados.

De los medios comentados, cabe referirse a la obtención de información con relevancia fiscal mediante los regímenes de información. Se trata de la herramienta que le permite a la Administración Tributaria recibir por “suministro” todos los elementos que solicite mediante una resolución general, con ánimo de obtener datos fiscalmente relevantes, para poder controlar por cruzamiento toda la información que considere conveniente. 

La obligación de suministrar información –en este caso, siempre a través de medios electrónicos-, también puede originarse en una norma de alcance general, la cual puede estar destinada, tanto al sujeto pasivo de la relación tributaria como a terceros que cuenten con datos susceptibles de facilitar la detección de materia imponible. 

Señala Fraga que “Es por medio de esta normativa de carácter general que suelen instrumentarse regímenes de información, en virtud de los cuales se crean los denominados “agentes de información”. En todos estos supuestos, el deber formal se transforma en periódico y se constituye en una carga pública para el responsable
. En la Argentina, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha reconocido que los deberes de colaboración -entre los cuales, por supuesto, se encuentran aquellos que surgen de los regímenes generales de información-, constituyen efectivamente cargas públicas
.”
Continúa citando calificada doctrina referida las obligaciones de informar: “En este sentido, en la doctrina española, Fernández Briones realiza las siguientes afirmaciones, que perfectamente podrían ser aplicadas a la situación que se verifica en la Argentina: “Salvo algunas obligaciones de carácter general, la mayor parte han surgido al hilo de un impuesto o para hacer frente a una situación concreta, sin tener en cuenta la legislación previamente existente y sin generar una estructura común para su cumplimiento y control. Este hecho ha producido una situación de enorme desorganización: hay obligaciones que se solapan, otras que nunca han tenido eficacia y algunos campos en que la lógica exigiría la existencia de obligaciones por suministro, y que, sin embargo, no han sido regulados”
.
Respecto de la creciente proliferación de este tipo de deberes podemos asegurar que en los últimos tiempos (entre 2012 y 2017) han sido dictados o modificados en la Argentina numerosos regímenes de información (más de 70 a nivel federal). En ese sentido dicho autor sostiene que por la cantidad de regímenes de información vigentes la regulación normativa de la Argentina no ofrece las suficientes garantías de seguridad jurídica que se requieren en el procedimiento de obtención de información, toda vez que se verifica una exorbitante dispersión normativa y no existe un texto completo que contenga las concretas obligaciones ni existe un órgano administrativo encargado particularmente de gestionar con total autonomía los asuntos relativos a los deberes de información tributaria
.

Los cuestionamientos que señala Fraga  son varios: 

a) Mediante simples resoluciones generales la AFIP transforma en empleados no rentados del Estado –bajo pena de sanción, ya que se trata de una carga pública- a un conjunto de sujetos de lo más diversos: desde bancos hasta consorcios, desde aseguradoras hasta colegios privados, desde transportadoras de caudales hasta agencias de modelos, desde emisoras de tarjetas de crédito hasta pequeños contribuyentes adheridos al régimen simplificado previsto para este tipo de sujetos
; 
b) La magnitud de información producto de la gran cantidad de regímenes y la dudosa utilización inteligente de semejante cúmulo;
c) La desactualización de los montos mínimos que disparan el deber de informar ha llevado a que se brinde información de sujetos sin aptitud económica que lo amerite;
d) La creación y ampliación de regímenes que apuntan a los consumos lleva a la masiva violación de la intimidad de un número creciente de ciudadanos; 
e) La periodicidad en el deber de suministro de datos ha aumentado en los últimos años. Últimamente proliferan los regímenes mensuales y otros que obligan a informar a la AFIP a los pocos días de realizada determinada operación
; 
f) Las resoluciones más recientes contemplan, para los agentes incumplidores, sanciones encubiertas –e ilegales- como la no emisión de constancia de inscripción, y que se suman a las multas ya previstas por la ley
.

Las consecuencias de este tipo de prácticas fiscales podrían ser resumidas en dos: el administrado se halla en un permanente estado de sospecha y debe hacerse cargo de los costos que genera el cumplimiento de este deber de colaboración. 

Con respecto a este punto, resultaría de utilidad analizar los límites a la imposición de este tipo de regímenes, por cuanto muchas veces el particular termina incurriendo en esfuerzos para aportar información que ya está en poder del Fisco (en forma total o parcial). Además del costo monetario que representa el cumplimiento (modificación de los sistemas de gestión que utilizan los contribuyentes en su actividad económica y costo de horas mensuales por el cumplimiento de las presentaciones rutinarias) se presentan los costos por las sanciones ante el incumplimiento. Las sanciones pueden ser materiales como también impropias: ante la falta de cumplimiento de una presentación, no se permite realizar determinado trámite. Ante todo, aclaramos que no estamos en contra de ponderar el buen cumplimiento, si no que nos preguntamos si ante cualquier incumplimiento formal cabe limitar por medios informáticos las acciones del contribuyente. No cualquier incumplimiento formal debiera limitar determinada acción o beneficio –y menos de forma informática, sin acto administrativo– máxime cuando tales incumplimientos ya tienen prevista una sanción. Nos hemos acostumbrado a expresiones tales como “poseer la CUIT activa, mantener actualizado el domicilio fiscal el domicilio fiscal electrónico y el código de actividad, haber presentado las declaraciones juradas determinativas, no integrar la Base de Contribuyentes no Confiables, y no registrar incumplimientos en la presentación de las declaraciones juradas determinativas y/o informativas a las que estuviere obligado”. Dada la gran cantidad de regímenes informativos vigentes, la amplitud de este requisito puede significar una limitante desmesurada de las acciones de los contribuyentes.
Ante la aplicación de dichas sanciones explícitas e impropias Fraga señala que las posibilidades del obligado son dos: a) acudir ante la Justicia, a efectos de que -medida cautelar innovativa mediante- restablezca a la brevedad sus derechos; b) someterse a lo que exija el funcionario competente y bregar por una rápida resolución que lo “rehabilite” para ejercer su actividad sin los obstáculos señalados
.

Señala Bello que estamos en presencia de regímenes de información que se han extendido indefinidamente en los últimos años, y que requieren su revisión integral, atento a la superposición de información que actualmente detenta la Administración (y que quizás no contaba con la misma al momento de la sanción de la norma reglamentaria  pertinente). Y más allá del comentado fenómeno de la superposición, critica que “En función de dicho control informático el Fisco presume el incumplimiento del administrado procediendo a aplicar sanciones, y hasta llegando al extremo de limitar el desenvolvimiento normal de su actividad económica.”
A modo de ejemplo, comenta y se pregunta: “Las RG (AFIP) Nº 3685
 (Régimen Informativo de Compras y Ventas) y RG (AFIP) Nº 3572
 (Régimen Operaciones con Sujetos Vinculados) duplican la información con la aplicación general de la Factura Electrónica. ¿Se está analizando simplificar y/o eliminar alguno de los regímenes mencionados?; La AFIP respondió que este tema está siendo analizando por el Organismo con el fin de simplificar y solucionar la problemática planteada
.”

Fraga nos recuerda además que estas cargas han sido replicadas por las administraciones subnacionales, duplicando o triplicando los deberes existentes. Concluye que “el uso desmedido y abusivo por parte del fisco de esta herramienta durante los últimos años ha deslegitimado una delegación legal del Congreso hacia la AFIP”. Y que si bien se ha anunciado la eliminación de algunos de estos regímenes mediante la progresiva extensión del régimen de factura electrónica, entendemos que debería llevarse adelante una agresiva reforma tendiente a reducir y a optimizar esta herramienta de control, que se complementa con otras tales como el intercambio internacional de información fiscal. Cita por último la valiosa Circular 916/70 de la ex –Dirección General Impositiva (DGI), que con sabiduría y buen criterio aludía a la excepcionalidad de este tipo de medidas y a la necesidad de generar la mínima molestia en los administrados.

Los autores Batista, Beade y Rodriguez Palermo nos brindan en su trabajo un enfoque tripartito: en primer lugar, se refieren a la superpoblación de regímenes de información existentes y efectúan un elenco detallado de los mismos a nivel federal; en segundo lugar analizan la problemática no solo desde la perspectiva del contribuyente sino también desde la del profesional que los asiste, donde remarca que comenzando por la implementación y pasando por los cambios en los sistemas de declaración, ello conlleva a una adaptación estructural permanente en la organización como así también en una constante capacitación por parte del profesional; por último analiza la cuestión de las sanciones donde procuran demostrar que ciertas falencias del Fisco en los mecanismos de control llevan a un movimiento inversamente proporcional hacia la conducta del contribuyente que termina aplicando maniobras de elusión y evasión.
Asimismo los autores plantean la especial dificultad de cumplimiento por parte de las Pymes, empresas que representan el 90% de las entidades del país. Y también la particular situación del contador público en la medida que intervenga en el proceso, mencionando la existencia de conflicto con la legislación referente a resguardo de datos personales (Ley de Habeas Data) y el secreto profesional.
Por último los autores  plantean la falta de sustento legal de los regímenes de información.  Ningún servicio personal es exigible, sino en virtud de ley o de sentencia fundada en ley”. Por lo tanto cabe disponer de la sanción de una ley por cada régimen de información o bien de una sola ley que faculte al fisco de manera amplia para que este cree dichas cargas formales, inclinándose por la segunda alternativa (por lo imposible en la dinámica actual de resultar la primera); si bien dicha norma general debiera prever minuciosamente quiénes son los sujetos comprendidos por dichos deberes como así también los presupuestos y límites que el deber de información de terceros ha de reconocer. 
Por último, comparten sus reflexiones acerca del rol del contador público frente los regímenes de información de los contribuyentes, concluyendo que el tiempo insumido por el cumplimiento de los mismos (que muchas veces recae en el profesional sin la debida contraprestación) produce un debilitamiento de las funciones fundamentales de este último como al mismo tiempo puede generar la afectación de la relación con el cliente.

Respecto del intercambio internacional de información financiera, cabe señalar que antiguamente el intercambio de datos tributarios entre los países tenía origen legal –o convencional- y en las cláusulas especiales contenidas en los convenios para evitar la doble imposición (en adelante, “CDIs”), vale decir acuerdos internacionales que tienen como finalidad esencial evitar la doble o múltiple tributación pero que a su vez contienen  preceptos específicos para el intercambio de datos. 
Tal como lo señala Gómez, la situación actual dista enormemente de aquella. La informática ha cambiado notoriamente la metodología de averiguación y colección de datos con las que las Administraciones Tributarias inspeccionaban, fiscalizaban y verificaban. La informática tributaria es un novedoso arquetipo que opera a nivel internacional.
Señala Fraga que luego de los CDIs se fueron celebrando acuerdos puntuales, un tanto más sofisticados, tendientes exclusivamente al intercambio de información entre administraciones tributarias, con detalles respecto de cómo debe practicarse dicho intercambio
. 
Pero para la Argentina, como para muchos otros estados, a partir del 2013 ha surgido un instrumento jurídico muy particular: la Convención Multilateral sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal, en el marco de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE). Dicha Convención sienta las bases para el intercambio de información tributaria a requerimiento, de manera espontánea o automática. Ello derivó en el intercambio multilateral de carácter automático que tiene por objeto permitir acceder a datos tributarios de otros países (bancarios, societarios o de otro tipo) de forma masiva y con una cierta regularidad. Por ello, se ha señalado en los medios de comunicación masiva que el secreto bancario está llegando a su fin, ya que los países y mayores centros financieros han adoptado el compromiso de intercambiar información tributaria de manera automática.
A su vez, cabe reflexionar qué pautas y garantías existen sobre el debido resguardo de la información. ¿Qué protocolo existe para garantizar el secreto fiscal? ¿Qué medidas para garantizar la cadena de custodia se adoptan en la práctica o corresponde adoptar por parte de la Administración?

Nos recuerda dicho autor que como ejemplo de esta nueva modalidad, vale referirse al reciente y publicitado caso que tuvo como protagonista a Hervé Falciani, un ingeniero Informático franco-italiano que copió 180.000 archivos de su ex empleador, una de las filiales del HSBC de Suiza y los puso a disposición de las autoridades fiscales de los EE.UU. de América, Francia y España
. “Para dar un halo de legitimidad a dichos datos (obtenidos claramente de manera ilegal) se simuló un allanamiento en el domicilio de dicho sujeto y, luego, la información fue compartida con una diversidad de países. Ese intercambio ha servido para muchísimos ajustes fiscales, los que –lamentablemente, toda vez que para su obtención se violaron leyes y principios jurídicos universales
- han sido convalidados por la justicia de la mayoría de los países receptores. Es decir, se decidió la legalidad de esas pruebas mal habidas, a pesar de su conocido origen espurio
.”
En ese sentido, el autor cita las II Jornadas de Tributación Internacional organizadas por la Asociación Argentina de Estudios Fiscales (AAEF) organizadas en Buenos Aires (noviembre de 2013) en las cuales se arribaran a sólidas conclusiones acerca de los derechos de los contribuyentes que deben respetarse cuando se utilice información obtenida mediante medios electrónicos producto del intercambio internacional de información financiera.
Con total acierto sostiene Gómez al respecto de la importancia de la informática en el proceso de colección de datos, que los países denominados “early adopter” (primeros adoptantes) recibirán y entregarán, bajo la modalidad impuesta por la OCDE
 información con trascendencia tributaria. “A dicha información hay que incorporarle la información que circulará como resultado de los convenios internacionales celebrados por Argentina para el intercambio de información, y/o la información derivada de los convenios para evitar la doble imposición que contienen una cláusula sobre el intercambio. Todo ello circulará a través de medios informáticos y no sería posible su intercambio si los medios informáticos no existieran. Asimismo, y no resulta ocioso destacarlo, que también el GAFI se ha expedido sobre la necesaria “Cooperación Internacional” establecida en sus Recomendaciones, para ello es vital la informática. Y ello no podía ser de otra forma porque “Conforme la relación causa-efecto que surge entre la Evasión Tributaria y el Lavado de Activos, el GAFI indica en su Glosario que los Delitos Fiscales (relacionados a impuestos directos e impuestos indirectos), son delitos precedentes del Lavado de Activos (
), siendo que… “cada país puede decidir, de conformidad con sus leyes internas, cómo definirá los delitos determinantes del Lavado de Activos”

Con suma claridad la reconocida autora nos ilustra acerca de los tres tipos de intercambios existentes:
a) Rogado o con requerimiento previo. Estricto. Deben figurar los datos precisos del contribuyente, el motivo por el cual se solicitan los datos, los impuestos y períodos fiscales, la/s institución financiera en la cual, supuestamente, están los fondos investigados. (OCDE 2002).

b) Automático o Standard (Convención sobre asistencia administrativa mutua en materia fiscal. Protocolo OCDE junio 2011)
. También es conocido como “Common Reporting Standards o CRS”
c) Espontáneo, transmisión de datos obtenidos en el curso de un procedimiento o investigación, que se supone ofrecen especial interés para el otro Estado.

En lo que respecta al Estándar Común de Reporte de información y Debida Diligencia (ECR), sobre el que se sustenta el intercambio automático de información sobre cuentas financieras ha sido definido por la OCDE
, cabe señalar que una jurisdicción que adopte el ECR deberá contar con normas que regulen la obligación impuesta a las instituciones financieras de reportar información alineada con el alcance de las obligaciones de reporte establecidas en la Sección I, y de las obligaciones de seguir procedimientos de debida diligencia consistentes con los contemplados en las Secciones II a VII. 

Asimismo Señala que son 54 los “early adopters” (entre ellos la Argentina), vale decir los países y jurisdicciones que se han comprometido con el intercambio automático internacional de información fiscal (Common Reporting Standards o CRS) a partir de septiembre de 2017.

Sostiene que Argentina intercambiará información con 41 de ellos, pues para efectivizar el intercambio es necesario firmar un acuerdo bilateral, léase que la información fiscal “solo será intercambiada efectivamente en la medida en que dos países que formen parte del Multilateral Competent Authority Agreement -Acuerdo Multilateral entre Autoridades Competentes- (
)  se elijan mutuamente para realizarlo en forma recíproca”.

En la etapa siguiente serán 48 países o jurisdicciones más (late adopters) los que iniciaran sus intercambios (Common Reporting Standards o CRS) a partir de septiembre de 2018.

Y puntualiza el caso especial de dos países: el de Estados Unidos de Norte América, que aún no adhirió a los acuerdos OCDE dado que  maneja sus inquietudes fiscales acorde a lo legislado por  la Ley de Cumplimiento Tributario de Cuentas Extranjeras, conocida principalmente por sus siglas en inglés FATCA (Foreign Account Tax Compliance Act
, Ley que sancionó el Congreso de Estados Unidos en el año 2010 pero que se encuentra vigente desde el año 2013); y el caso de Uruguay, país que durante el mes de junio de 2016 ratificó ante la OCDE su compromiso de avanzar en la aplicación de los acuerdos automáticos de información fiscal sin orden judicial previa, con terceros países a partir de setiembre de 2018.

Argentina forma parte del escenario internacional; la autora puntualiza que nuestro país ha suscripto la Convención Multiraleral de la OCDE sobre “Asistencia Mutua en Materia Fiscal”, ha firmado Convenios para evitar la doble imposición Alemania, Australia, Bélgica, Bolivia, Brasil, Canadá, Chile, Dinamarca, España, Finlandia, Francia, Italia, Países Bajos, Noruega, Reino Unido, Rusia,  Suecia y Suiza; acuerdos multilaterales de Intercambio de Información Tributaria, modelo OCDE, entre otros con Andorra, Aruba, Azerbaiyán, Bahamas, Bermuda, Brasil, Islas Caimán, Chile,  China, Costa Rica, Curacao, Ecuador, España, Guernsey, India, Italia, Isla de Man, Jersey, Macedonia,  Mónaco, Perú, San Marino, Sudáfrica y Uruguay; ha participado del VII Foro Global (2014) sobre Transparencia e Intercambio de Información Tributaria celebrado en Berlín y suscribió con 54 Jurisdicciones el acuerdo de intercambio “automático” de información financiera, el cual comienza en el mes de septiembre de 2017; integra el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información Tributaria
 fundado en el año 2000 por la OCDE; estuvo presente en la reunión de noviembre de 2016 del Foro Global en Tiflis (Georgia) con más de 220 delegados de 85 jurisdicciones y 12 organizaciones internacionales y agrupaciones regionales que se dieron cita y elevaron a 137 el número de miembros; por ultimo, Argentina firmó, el 7 de junio de 2017, el Convenio Multilateral de la OCDE para la utilización mundial de BEPS
.

Gómez señala que la AFIP debe manejarse cuidando de no violar el secreto fiscal tal como lo establece el art. 101 de la ley 11.683 que establece en su inciso d) lo siguiente: 

“d) Para los casos de remisión de información al exterior en el marco de los Acuerdos de Cooperación Internacional celebrados por la Administración Federal de Ingresos Públicos con otras Administraciones Tributarias del exterior, a condición de que la respectiva Administración del exterior se comprometa a:

1. Tratar a la información suministrada como secreta, en iguales condiciones que la información obtenida sobre la base de su legislación interna;

2. Entregar la información suministrada solamente a personal o autoridades (incluso a tribunales y órganos administrativos), encargados de la gestión o recaudación de los tributos, de los procedimientos declarativos o ejecutivos relativos a los tributos o, la resolución de los recursos con relación a los mismos; y

3. Utilizar las informaciones suministradas solamente para los fines indicados en los apartados anteriores, pudiendo revelar estas informaciones en las audiencias públicas de los tribunales o en las sentencias judiciales. “

Advierte que la AFIP podrá entregar información de contribuyentes a diversos países y que dicha información tendrá las siguientes características: a) Deberá ser tratada como secreta, según la legislación del país receptor. b) Podrá ser entregada a personal o autoridades encargados de la gestión o recaudación de los tributos, c)  Estas informaciones podrán ser públicas en audiencias o en las sentencias judiciales.
También, en el orden interno, la AFIP - DGI estará obligada a suministrar la información financiera o bursátil a la DGA, a la Comisión Nacional de Valores y al Banco Central de la República Argentina, no pudiendo alegarse secreto bancario ni bursátil.

Resalta Gómez que como resultado de la vigencia de los intercambios de información, AFIP-DGI emitió la R.G. 4056/17
 que estableció un “Régimen de Información para Entidades Financieras Respecto de Cuentas de Sujetos No Residentes”. Señala la autora que va de suyo que este régimen de información y de debida diligencia está a cargo de determinadas instituciones financieras, y opera en fina sintonía con los términos establecidos por las “Normas Comunes en Materia de Presentación de Información (CRS)” elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). 
Según la norma, todos los bancos (nacionales y extranjeros, públicos y privados), compañías financieras, aseguradoras y administradoras de fondos en general; tendrán hasta el 30 de junio 2017 para enviar los datos a la AFIP vía informática y de manera obligatoria.

La autora concluye sobre dos institutos clave a ser resguardados, a raíz del dictado del incidente de nulidad en el fallo “HSCB Bank Argentina S.A.” que comentara también Fraga en su ponencia. En ese sentido sostiene: “hacemos advertencia firme sobre  dos institutos que deberán ser respetados y que estarían directamente relacionados con la prueba obtenida a través de los Intercambios Automáticos de Información. Léase; la prueba obtenida deberá resguardar dos institutos básicos que hacen al derecho de defensa, a saber; a) Regla de la  exclusión de la prueba obtenida en forma ilícita, la cual dispone la inadmisibilidad de los elementos probatorios obtenidos en violación a derechos y garantías constitucionales y, paralelamente, la doctrina de los frutos del árbol venenoso que transmite ese efecto a todos los actos que sean su consecuencia inmediata o necesaria.(…) b) Cadena de custodia de protección de la prueba, la cual se define como el procedimiento controlado que se aplica a los indicios materiales relacionados con el delito, desde su localización hasta su valoración por los encargados de su análisis, normalmente peritos, y que tiene fin no viciar el manejo que de ellos se haga y así evitar alteraciones, sustituciones, contaminaciones o destrucciones.(…)”
Cambiando radicalmente de tema, y en cuanto a la existencia de lo que conocemos como “data fiscal”, nos recuerda Fraga que los fiscos pueden tomar conocimiento de actos de evasión gracias al accionar de denuncias efectuadas por terceros. En el caso de la Argentina, dichas denuncias son de carácter anónimo y de muy sencillo trámite, toda vez que pueden realizarse mediante una simple presentación en una delegación de la Administración tributaria, o llamando a un número telefónico especialmente habilitado a tales efectos. Y que también existe una nueva herramienta electrónica para formular denuncias electrónicas de incumplimientos tributarios. 
Se trata de un sistema que utiliza el Código QR o “Código Mancha”. Esta singular modalidad permite la utilización de la tecnología con el fin de obtener datos de los contribuyentes y fiscalizar el cumplimiento de los deberes de los administrados y surge de la obligación, establecida mediante la Resolución General (AFIP) 3377
 de exhibir en los locales en donde haya operaciones con consumidores finales un código QR que posee los datos del comercio establecidos en formulario 960/NM “Data Fiscal”.
Dicho formulario “interactivo” permite que el público en general conozca el comportamiento fiscal de un comercio, pudiendo reportar las irregularidades que detecte en tales tiendas por medio de smartphones u otros dispositivos con acceso a Internet. Es decir que mediante este sistema se puede conocer que quien vende o presta servicios se encuentra “en regla”, cuál es la cantidad de empleados que tiene registrados y si presenta declaraciones juradas, entre otras cuestiones. Esta obligación se extiende también a aquellos comerciantes que ofrezcan sus productos mediante sitios Web de operaciones de venta.
A tal respecto Fraga critica que “mediante la exhibición de todos los datos de los contribuyentes a través de la simple lectura de un código QR se estaría violando la intimidad del contribuyente y se vería vulnerado el secreto fiscal, toda vez que la Ley de Procedimiento Fiscal no autoriza a la AFIP a publicar cuántos empleados tiene el responsable, si está “dado de baja” o suspendido en el registro de importadores/exportadores, si el contribuyente integra la denominada “Base Apoc” (de presuntos emisores de facturas apócrifas), si se encuentra consignado como deudor en el Banco Central de la República Argentina o si se encuentra debajo del promedio de Impuesto al Valor Agregado que paga el sector económico al que pertenece.”
En materia de obtención de datos en el proceso de fiscalización, no podemos dejar de referirnos a lo que conocemos como fiscalización electrónica. La R.G. (AFIP) Nº 3416
  establece el procedimiento de control del cumplimiento de las obligaciones fiscales de los contribuyentes y/o responsables, mediante el procedimiento de fiscalización electrónica.
Sostiene Bello que dicha normativa establece un régimen sancionatorio para aquellas fiscalizaciones electrónicas imposibilitadas de notificarse al domicilio fiscal del administrado, disponiendo la suspensión de la utilización de la CUIT hasta tanto se regularice la situación con relación al domicilio fiscal, la puesta a disposición de la suspensión ante las entidades financieras, y publicación en el sitio web institucional de un listado de los domicilios fiscales denunciados respecto de los cuales no se ha podido efectivizar la notificación. 

Por su parte, los administrados no cuentan con un procedimiento recursivo que les permita ejercer su derecho de defensa, como el procedimiento contemplado en la ley de procedimiento tributario para recurrir las multas formales.

Critica el instituto sosteniendo que la “Fiscalización Electrónica” tiene las características de un acto administrativo discrecional, que se encuentra viciado desde el momento mismo en que es notificada al contribuyente y/o responsable, dado que se opone radicalmente al acto administrativo reglado que caracteriza a toda inspección tributaria.”
Recordemos que toda inspección tributaria se da inicio a través de la notificación de una orden de intervención, donde se presentan el inspector y supervisor actuante, y se labra un acta mediante la cual se anoticia al contribuyente y/o responsable de los impuestos y períodos fiscalizados. Ello no ocurre con la “Fiscalización Electrónica”, donde el inicio del procedimiento resulta notificado por alguna de las vías previstas en el Art. 100 de la Ley Nº 11.683 en el domicilio fiscal denunciado en los términos del Art. 3º de dicho plexo legal, y de la RG (AFIP) Nº 2109/06. En caso de resultar negativa la notificación en el domicilio indicado en el párrafo precedente, se diligenciará la misma -conforme al procedimiento establecido en el inciso a) del aludido Artículo 100 de la Ley Nº 11.683- en un domicilio alternativo que sea de conocimiento de este Organismo, declarado como tal de acuerdo con el procedimiento establecido en el Art. 7 de la RG (AFIP) Nº 2109/06.

En ningún momento del proceso de fiscalización electrónica se da a conocer la identidad de los inspectores actuantes, ni tampoco se anoticia al contribuyente y/o responsable el tipo de fiscalización al que se encuentra sometido.

Una vez cumplimentado el requerimiento electrónico, la AFIP debería informar al contribuyente y/o responsable el curso de acción que le ha dado al mismo, y en qué estado de situación se encuentra. Para ello, debería habilitarse una opción dentro de servicio “Fiscalización Electrónica”, que funcione de manera similar al servicio “Consulta de Estado de Fiscalizaciones”. No obstante ello, señala Bello, que actualmente no hay posibilidad alguna de tomar conocimiento del estado de situación de la fiscalización electrónica. Mientras tanto, el proceso sigue su curso, y en caso detectarse desvíos se elevarán los antecedentes al sector de “Investigaciones Tributarias” pertinente, quién en caso de confirmar dichos desvíos remitirá las actuaciones a la división de “Fiscalizaciones” pertinente, a los efectos de que genere el cargo de fiscalización. Todo este proceso, hasta el momento en que se notifica la orden de intervención al contribuyente, puede insumir un tiempo muy prolongado, que excede el año calendario y hasta puede exceder dicho plazo, contados desde la fecha de cumplimiento original del requerimiento electrónico.

Por su parte Fraga amplía diciendo que en este campo pueden citarse experiencias locales similares a la fiscalización electrónica que se estableció a nivel nacional. “A modo de ejemplo, podemos nombrar el caso de la Agencia Gubernamental de Ingresos Públicos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (“AGIP”), que utiliza un sistema Web que permite, a través de su página de Internet, no sólo presentar declaraciones juradas o determinada información solicitada, sino también hacer valer en alguna medida los derechos de los contribuyentes mediante la posibilidad de presentar ciertos descargos por notificaciones recibidas, solicitar la baja de determinados impuestos o, incluso, peticionar la reducción de alícuota del Impuesto sobre los Ingresos Brutos.”

“En tanto, en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, la Agencia de Recaudación de esa provincia (según sus siglas, “ARBA”)  utiliza una herramienta denominada FIRE (Fiscalización Remota
) para controlar de forma electrónica a sus contribuyentes. Dicho sistema le permite a ARBA realizar en forma constante un pormenorizado cruce de datos con diversas fuentes de información para detectar inconsistencias en los movimientos de los contribuyentes del aludido tributo
. Así pues, cada vez que el sistema descubre irregularidades o casos en presunta infracción, los deriva al sector de Fiscalización Remota y, a través de una aplicación digital, se comunica esa situación a los involucrados, brindándoles detalles del incumplimiento para que procedan a regularizar su situación o brinden las explicaciones del caso. La persona fiscalizada deberá presentar vía Web los descargos que crea oportunos, ya que el sistema garantiza un intercambio online permanente. De tratarse de una hipótesis sujeta a interpretación o polémica, probablemente el procedimiento no culmine en esa instancia y derive en una fiscalización efectuada por inspectores que visiten directamente al contribuyente en su domicilio fiscal –en el lugar físico- y le requieran la documentación y elementos pertinentes. Todo ello podría derivar posteriormente en un procedimiento de determinación de oficio, en donde el contribuyente podrá ejercer acabadamente su derecho de defensa, presentar, ofrecer y producir la prueba pertinente.”
Concluye dicho autor que “no se trata del ejercicio de su defensa en un procedimiento contradictorio, toda vez que aún se encuentra en etapa investigativa. Es decir, el momento en el cual el administrado ejerce plenamente su derecho a un debido proceso adjetivo es en el procedimiento de determinación de oficio, que se encuentra a cargo no de inspectores, sino de los denominados jueces administrativos
.”
Por su parte el panelista Malvesiti, sostiene que este particular procedimiento de fiscalización tiene enormes defectos de orden jurídico con sólo comparar lo dispuesto con la normativa que regula el procedimiento fiscal. Asi puntualiza que “el artículo 2° de dicha resolución contempla una posibilidad que no existe y es que resulte negativa una notificación al domicilio fiscal lo cual, no está contemplado en el artículo 100 de la ley de rito fiscal desde que se prevé, sí o sí, la notificación por el medio que sea, incluso, en última instancia a través de la publicación de edictos. Lo peor es que el artículo 6° parece el punto de llegada en un círculo vicioso ya que el hecho de no poder notificarse -sólo para la AFIP por el comentario realizado en el párrafo precedente- es suficiente motivo para suspender la utilización de la C.U.I.T. hasta tanto “…el contribuyente y/o responsable regularice su situación con relación al domicilio fiscal…” ignorando por completo que el artículo 3° de la Ley de Procedimiento Tributario contempla un mecanismo específico para casos de impugnación del domicilio donde se garantiza el procedimiento. Otra de las cuestiones que trae “atada” la misma resolución es en el artículo 9° donde dispone, entre otros castigos, el encuadramiento en una categoría distinta a la que posee el contribuyente en el ya famoso “SIPER”.
Una herramienta que facilite el cumplimiento espontáneo

Prácticamente ya no quedan transacciones tributarias que no posean un vínculo informático. Podemos encontrar un primer grupo de aquellas que adquieren carácter declarativo de la obligación tributaria, o bien revisten carácter informativo, y que con autorización mediante del contribuyente, son realizadas por los profesionales de las ciencias económicas; y aquellas que no revisten complejidad y se refieren al ingreso de la obligación tributaria o rondan la esfera personal de cumplimiento del contribuyente. Dentro del primer grupo podemos situar a todas las presentaciones de declaraciones juradas determinativas de tributo y aquellos regímenes informativos complejos. Dentro del segundo, aquellas transacciones informáticas rutinarias de menor complejidad, de mero pago o información sencilla. Es respecto de este segundo grupo donde se advierte la necesidad de simplificar y orientar al usuario final (contribuyente) los medios  informáticos para llevarlas a cabo. Nos referimos a situaciones cotidianas como la confección de un volantes de pago, la descarga de nuevas credenciales (Monotributo, Autónomo), el pedido de CAI para un nuevo talonario de facturas de respaldo, la descarga del formulario conocido como “data fiscal” 960/D,  una consulta simple al Sistema de Cuentas Tributarias para verificar el pago de una determinada obligación tributaria y el acceso al domicilio fiscal electrónico, transacciones que debieran ser diseñadas pensando en el contribuyente. Consideramos que también la informática tributaria juega un papel preponderante en favor de la concientización del contribuyente y del cumplimiento espontáneo.
En materia de “consultas web”, y en conocimiento de las mejoras comprobadas sobre el desenvolvimiento de esta funcionalidad, la bienvenida creación de los “Espacios de Diálogo Institucional” (Disposición AFIP Nº 316
) y las oportunas facultades del Subdirector General de Servicios al Contribuyente de constituir los Espacios de Diálogo Interno a efectos de tratar temas particulares del ente fiscal
, Bello considera que surge la necesidad de instaurar la figura de “Ombudsman del Contribuyente” como un Organismo independiente que reporte directamente al Poder Legislativo y tenga por objeto la protección de los derechos de los contribuyentes, procurando el equilibrio en la relación jurídica tributaria y promoviendo el efectivo cumplimiento de los derechos y garantías de los contribuyentes.

Sostiene que dicha figura debería detentar las siguientes funciones: i) recepcionar las quejas y sugerencias de los contribuyentes, investigarlas y abocarse a la resolución, caso por caso, de los problemas fiscales que se susciten; ii) identificar y examinar los problemas de carácter sistémico que se generen en la estructura de los sistemas fiscales de la Administración y que afecten a un conjunto de contribuyentes, con el objeto de proponer soluciones que permitan erradicar aquellos problemas que se suceden en el tiempo; iii) proponer modificaciones de la normativa tributaria que afecte derechos y garantías de los contribuyentes.
III.  Derecho tributario contencioso

También el derecho tributario contencioso ha sido presa de la informática tributaria. Concretamente, es el caso de un contribuyente del Régimen Simplificado (Monotributo) que ha sido excluido o re-categorizado y que tomará conocimiento de tal situación a partir de la publicación mensual que hace la Administración Federal en el Boletín Oficial de la lista de sujetos excluidos. Esta modalidad parece reñida con el artículo 11 de la Ley 19.549, según la cual “Para que el acto administrativo de alcance particular adquiera eficacia debe ser objeto de notificación al interesado y el de alcance general, de publicación…”.

Adicionalmente, la R.G. (AFIP) 3640 (B.O. del 24/06/2014) dispone que la nómina de sujetos excluidos será publicada en el sitio web de la AFIP el primer día hábil de cada mes, a cuyo efecto los contribuyentes deberán consultar el indicado sitio al que se accederá mediante el uso de la “Clave Fiscal” otorgada por esta Administración Federal de acuerdo. Para conocer los motivos de la exclusión, el sujeto afectado podrá consultar los motivos y elementos de juicio que acreditan el acaecimiento de la causal respectiva. A esos efectos, deberá acceder al servicio “Monotributo – Exclusión de pleno derecho” mediante el uso de la “Clave Fiscal”.

Contra la decisión administrativa de “exclusión de pleno derecho”, el contribuyente podrá interponer el recurso de apelación previsto en el artículo 74 del Decreto 1397/79, debiendo presentarse dentro de los quince (15) días de la publicación de la exclusión en el Boletín Oficial. La curiosidad que trae al respecto el art. 4º de la RG 3640 es que el recurso de apelación deberá presentarse ante la Administración Federal “mediante transferencia electrónica de datos” a través del sitio “web” de la AFIP y mediante el uso de la “Clave Fiscal”, accediendo al servicio “Monotributo – Exclusión de pleno derecho”, opción “Presentación de Apelación Art. 74 Decreto Nº 1397/79” e ingresando los datos requeridos por el sistema. 
Una vez realizada la transmisión electrónica, se deberá ingresar al servicio “Monotributo – Exclusión de pleno derecho”, opción “Consultar estado de apelación Art. 74 Decreto Nº 1397/1979”, a efectos de verificar el ingreso de la información y el número de presentación asignado, como así también el estado del trámite.

Ante esta modalidad de presentación electrónica, la cual bien podría ser generalizada en un futuro para todos los recursos de apelación ante el Administrador Federal, llamamos a analizar si se presenta en los hecho un condicionamiento al ejercicio del derecho de defensa (que a su vez tiene plazos perentorios), la legitimidad de esta reglamentación a la luz de garantías constitucionales y tratados internacionales, como también frente a los lineamientos y principios del derecho administrativo, que garantizan la informalidad a favor del administrado. 

Al respecto Malvesiti sostiene que en “la forma de excluir a los sujetos del Régimen Simplificado también el servicio al contribuyente es bastante deficitario y no porque sea un monotributista se lo va a incluir en un listado y publicar en el boletín oficial como si fuera buscado por Interpol.”

En primer lugar, sostiene, que es bueno percibir que la publicación consiste en una acto administrativo de alcance general ya que involucra a más de un “pequeño contribuyente” donde se citan detalladamente los datos que caracterizan fiscalmente a cada uno de ello y la fecha a partir de la cual se los excluye de pleno derecho del citado régimen.

Por supuesto que la Resolución General N° 3640/2014 señala, en primer término, que la nómina de sujetos excluidos será publicada en el sitio “web” debiendo acceder los mentados contribuyentes mediante la “Clave Fiscal” y posterior a ello aparecerá en el mentado Boletín Oficial, situación ésta que quedará reflejada –como si fuera poco- en la Constancia de Inscripción del apaleado ex monotributista.

Claro que, para no vulnerar el derecho de defensa, opina que “dicha exclusión de pleno derecho podrá ser apelada por el recurso de apelación ante el Director General (art. 74 del D.R. de la Ley N° 11.683 –t.v.-) dentro de los quince (15) de publicado en el Boletín Oficial. Pese a ello, los redactores del organismo no se percataron que dicho recurso es admisible con actos administrativos de alcance particular –que por lo relatado hasta aquí no hubo ninguno- y que éstos, para que adquieran eficacia deben ser materia de notificación al interesado (cfr. art. 11° de la Ley N° 19.549).”

Y concluye: “Para completar este tétrico espectro procesal, el mentado recurso de apelación debe ser enviado a la AFIP mediante transferencia electrónica de datos, ignorando nuevamente el organismo que el procedimiento es escrito y no virtual como se lo pretende ya que no hay norma alguna que habilite –más allá de la celeridad que se le imprima al trámite- la presentación administrativa por vía electrónica de recursos de tipo alguno. El artículo 9° de la resolución recién citada no tiene desperdicio alguno si de “informática fundamentalista” hablamos ya que prevé, ante el incumplimiento de las obligaciones formales producto de la exclusión o si le sale denegado el recurso del mentado art. 74, la inactivación transitoria de la C.U.I.T. y en forma simultánea también quedará bloqueada la “Clave Fiscal” no previéndose, por ahora, la pena de prisión perpetua al monotributista que en verdad, en parte merece por tanta molestia causada.”
IV. Derecho tributario penal

En lo que al derecho tributario penal atañe, queremos poner de resalto la importancia del estado de inocencia del imputado hasta que se demuestre lo contrario. Esto vale para todo proceso sancionador, máxime para el derecho penal tributario.

Entonces, se invita a considerar para el análisis y el debate la validez de aquellas pruebas logradas mediante la informática tributaria. ¿Atento que no se trata de elementos de prueba, sino de reportes de información que resultan de los elementos, son verdaderas pruebas completas? ¿O se trata de meros indicios o semiplena prueba? 

Como hemos expuesto en un punto anterior, Gómez advierte con total claridad sobre las cuestiones fundamentales que no deben perderse de vista, y que resultaran expuestas en oportunidad de referirse al intercambio internacional de información financiera. 
PALABRAS FINALES

Este 19º Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina organizado por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en particular el trabajo de la Comisión N º 2, aborda una temática de notable relevancia para la sociedad argentina que es objeto de análisis en congresos, jornadas y conferencias y que, sin dudas requiere un adecuado tratamiento legislativo y reglamentario.

“Informática tributaria. La relación fisco-contribuyente” es un tema que no puede pasar inadvertido ni ser desatendido por las autoridades del Gobierno Nacional, en especial por los poderes Ejecutivo y Legislativo, como tampoco por el Judicial, en caso de producirse una patente violación a los derechos y garantías constitucionales de los contribuyentes. 

La Ley 27.260 creó la “Comisión Bicameral para la Reforma Tributaria”, integrada por quince (15) diputados y quince (15) senadores. Su objeto es el análisis y evaluación de las propuestas de reforma del sistema tributario nacional que elabore y remita el Poder Ejecutivo nacional, orientado a: i) Fortalecer la equidad de la presión tributaria; ii) Profundizar su progresividad; iii) Simplificar su estructura y administración; iv) Fortalecer la complementariedad y coordinación federal; v) Propender al establecimiento gradual de las reformas, dotando de mayor previsibilidad a la acción del Estado en la materia en función de reducir los grados de incertidumbre del contribuyente.

Dicha Comisión debe elevar un informe final a ambas Cámaras, detallando lo actuado y proponiendo un plan de implementación legislativa de las reformas que recomiende en orden a los objetivos de su creación. En su tarea, podrá instrumentar los mecanismos necesarios que aseguren la participación de universidades, academias, organizaciones sociales, y solicitar la colaboración y asesoramiento de personas, instituciones y organismos especializados en la materia objeto de tratamiento. 
Si bien resulta imposible enumerar la cantidad de inconvenientes detectados que tiene como consecuencia la aplicación fundamentalista de la informática a la relación fisco-contribuyente, es aquí donde el trabajo realizado en esta Comisión y las conclusiones que se logren, podrán ser de utilidad para mejorar algunas y sumar un elemento más a todo el trabajo que viene realizando este Consejo para que nuestra Nación tenga un mejor sistema tributario.

Atender a la mejora de la relación fisco-contribuyente es el camino para dotar de progreso y dinamismo a nuestro sistema tributario, en particular en la coyuntura actual donde tanto la presión tributaria como la relación tributaria son temas que han adquirido estado público. Sin duda, el prestigioso panel convocado, sumado a los aportes realizados por los autores de trabajos, por los colegas que participará desde el auditorio y las intervenciones de parte de las autoridades de la Comisión –Presidente y Vicepresidente–, arribaremos a ideas que servirán de verdadero aporte para la contribuir a mejorar la situación actual.

Ciudad de Buenos Aires, septiembre de 2017. 
Dr. (CP) Eduardo A. Vázquez

Relator - Comisión Nº 2
�Editorial Edicon – Fondo Editorial Consejo, septiembre de 2015.


� Gómez, Teresa y Folco, Carlos María, “Procedimiento Tributario. Ley 11.683 – Decreto 618/97”, 8va. Edición Actualizada y Ampliada, Ed. La Ley, 2015, p. 139/40.


� “Como consecuencia de la compensación prevista en el artículo anterior o cuando compruebe la existencia de pagos o ingresos en exceso, podrá la ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS, de oficio o a solicitud del interesado, acreditarle el remanente respectivo, o si lo estima necesario en atención al monto o a las circunstancias, proceder a la devolución de lo pagado de más, en forma simple y rápida, a cargo de las cuentas recaudadoras”.





� RG (AFIP) Nº 3358, ”Procedimiento para la cancelación de la inscripción de Sociedades Comerciales y Contratos de Colaboración Empresaria. Su implementación”, BO.: 06/08/2012, fuente: www.infoleg.gob.ar


� RG (AFIP) Nº 3832, “Sistema Registral. Estado administrativo de la CUIT”, BO.: 3/3/2016, fuente: www.infoleg.gov.ar


� Acta Nº 1 – Espacio de Diálogo AFIP-Entidades Profesionales – 3/3/2016 – 


fuente: http://www.afip.gob.ar/EspaciosdeDialogoInstitucional/#


� Ley N° 26.044, “Modificación de la Ley de Procedimiento Fiscal”, BO.: 6/7/2005, fuente: www.infoleg.gob.ar


� RG (AFIP) N° 2109, “Procedimientos Fiscales. Domicilio Fiscal”, BO.: 14/8/2006, fuente: www.infoleg.gob.ar


� Vega, Juan M. y Vega, Gerardo E., “Ganancias: el nuevo régimen de anticipos y su reducción opcional”, Suplemento Novedades Fiscales, diario Ámbito Financiero, 23/4/2017, p. 69.


� Publicada en el Boletín Oficial del 14-ago-2006    Número: 30968    Página: 9


� Artículo 17 RG 2109


� Artículo 18 RG 2109


� Artículo 19 RG 2109


� Articulo 22 RG AFIP 2109


� Articulo 14 RG AFIP 2109


� Articulo 15 RG AFIP 2109


� Articulo 16 RG AFIP 2109


51 RG (AFIP) Nº 1974, “Sistema de Perfil de Riesgo (SIPER)”, BO.: 12/12/2005, fuente: www.infoleg.gob.ar


52 RG (AFIP) Nº 2166, “Sistema de Perfil de Riesgos. Categorización de responsables”, BO.: 11/12/2006, fuente: www.infoleg.gob.ar


� cfr. Dict. DAT Nº 55/73 de la Dirección General Impositiva (Argentina); publicado en Bol. de la DGI 13/06/73.


� Cfr. Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Empresa distribuidora Sur Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/amparo”, fallo de fecha 27 de mayo de 2004. En igual sentido ver Mordeglia, Roberto M.; “La tutela de los derechos frente a los reglamentos tributarios”, en Principios Constitucionales Tributarios, compilado por E. González García, Universidad de Sinaloa-Universidad de Salamanca, 1993; pág. 113. También, Rougés, Pedro M.; “Introducción a la carga pública tributaria en el análisis del instituto de los agentes de información, retención y percepción”; Rev. Impuestos XLIV-A, pág. 130 y ss.


� Cfr. Fernández Briones, Luis María; “Planificación y organización de la toma de datos para las actuaciones inspectoras”, en XXX Semana de estudios de Derecho Financiero, IEF, Madrid, 1984; págs. 775 y 777).


� En este sentido se pronunciaba respecto de la realidad española Mantero Sáenz, Alfonso;; también vid. de ese mismo autor: “El deber de información tributaria (arts. 111 y 112 de la LGT)”, Crónica Tributaria Nº 53, Madrid, 1985, pág. 128; “Procedimiento en la inspección de los tributos”, en XXXI Semana de Estudios de Derecho Financiero. I.E.F, Madrid, 1986, pág. 355.


� Sin perjuicio de la reciente derogación de su régimen informativo, la obligación de recategorización o de revalidación de la categoría también lo es, con graves sanciones para su incumplimiento, según veremos más adelante. 


� Como los citados regímenes de información respecto de las participaciones y directivos en sociedades y el relativo a los fideicomisos y organismos similares.


� Vamos a tomar como ejemplo la norma contenida en el art. 13 de la RG (AFIP) 3293 (régimen de información de participaciones sociales). Este artículo (al igual que otros idénticos contenidos en otros regímenes informativos) trae inquietantes normas que si bien no se presentan como sanciones, efectivamente lo son. Se trata de sanciones que no se encuentran en la ley ni permiten a los afectados ejercer su derecho de defensa. La norma citada prevé que el cumplimiento del régimen de información “…será requisito para la tramitación de solicitudes que efectúen los agentes de información a partir de su vigencia, referidas a la incorporación y/o permanencia en los distintos registros implementados…” por el organismo, “…a la obtención de certificados de crédito fiscal y/o de constancias de situación impositiva o previsional, entre otras”. Aunque no lo diga expresamente el precepto, ello significaría que ante cualquier incumplimiento formal, los funcionarios de la AFIP se verían facultados para disponer una serie de sanciones encubiertas, sin fundamento en ley, y que podrían vulnerar seriamente los derechos constitucionales de los afectados.





� Sin perjuicio de los daños que se producirán en sus derechos hasta que ocurra el cese de la medida.


� RG (AFIP) N° 3685, “Régimen de emisión y almacenamiento de duplicados electrónicos”, BO.: 22/10/2014, fuente: www.infoleg.gob.ar


� RG (AFIP) N° 3572, “Registro de sujetos vinculados. Procedimiento”, BO.: 19/12/2013, fuente: www.infoleg.gob.ar


� Acta Nº 6 – Espacio de Diálogo AFIP-Cámaras Empresariales – 16/3/2017 – 


fuente: http://www.afip.gob.ar/EspaciosdeDialogoInstitucional/#


� Nos referimos a los Tax Information Exchange Agreements (“TIEAs”), que pueden contener formas de intercambio de datos tributarios con carácter espontáneo, a requerimiento y también automático.


� Para quien desee leer algunos datos básicos de este tema, sugerimos ver “Cómo el banco HSBC "ayudó" a millonarios a evadir impuestos”, publicado en el portal Web de BBC Mundo el día 9/02/2015; disponible en el siguiente enlace: �HYPERLINK "http://www.bbc.com/mundo/noticias/2015/02/150209_hsbc_banco_evasion_impuestos_wbm"�http://www.bbc.com/mundo/noticias/2015/02/150209_hsbc_banco_evasion_impuestos_wbm� . Para mayor detalles respecto de la apasionante historia de este personaje –de película-, nos parece muy interesante el siguiente artículo de Patrick RADDEN KEEFE para The New Yorker, “The Bank Robber”, de fecha 30 de mayo de 2016; disponible en el siguiente enlace:


 �HYPERLINK "http://www.newyorker.com/magazine/2016/05/30/herve-falcianis-great-swiss-bank-heist"�http://www.newyorker.com/magazine/2016/05/30/herve-falcianis-great-swiss-bank-heist�  .


� En líneas generales, puede señalarse que la prueba tuvo origen en el robo de información y que se ha violado el secreto bancario, por lo que se alega la aplicación de la Teoría del Fruto del Árbol Venenoso y la violación del CDI entre la Argentina y Francia. Asimismo, se oponen importantes objeciones al uso de la prueba por las razonables dudas que genera la cadena de custodia de los datos transferidos.


� En la Argentina, la Justicia (causa “HSBC Bank Argentina SA y otros sobre infracción Ley 24.769”, en trámite ante el Juzgado Nacional en lo Penal Nº 11, Secretaría 21, sentencia de M.V. Straccia, del 7/03/17, recaída en autos 1652/14) rechazó la aplicación de la regla de la exclusión por cuanto dicha regla no resulta de aplicación a las pruebas obtenidas por particulares y, en el caso, no se advertía conexión entre la actuación de agentes estatales y la obtención de los listados. Por otro lado, el tipo de información suministrada (datos bancarios) no integraba a criterio del Juez el ámbito de reserva. Asimismo, se consideró que el secreto bancario no resultaba oponible al fisco y que las eventuales irregularidades o contaminación de la prueba podrían incidir luego en la valoración de los elementos pero no se vinculan con su validez. Finalmente, se entendió que se habían respetado los procedimientos previstos por el CDI con Francia, no advirtiéndose su inaplicabilidad en tanto se limitaba a sujetos e impuestos y ambos requisitos se cumplían


� Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico


� Conf. Estándares Internacionales sobre la Lucha contra el Lavado de Activos y el Financiamiento del Terrorismo - Febrero 2012 - Glosario - “Categorías establecidas de delitos”.


� Marcelo Dominguez “ACUERDOS DE INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN”. 15 Congreso Tributario CPCECABA, Mar del Plata, octubre 2015


� La Convención de 1988 se revisó en 2010, con la intención principal de alinearla con la norma acordada a nivel internacional sobre transparencia e intercambio de información y abrirla a Estados no pertenecientes a la OCDE o el Consejo de Europa. La norma acordada a nivel internacional, diseñada por la OCDE, trabajando en conjunto con países no miembros en el Foro Global de la OCDE sobre Transparencia e Intercambio de Información, se incluye en el Artículo 26 del Modelo de convenio tributario de la OCDE y ha recibido el respaldo de los países del G7/G8, del G20 y de las Naciones Unidas. Este instrumento está diseñado de manera que considere todas las formas posibles de cooperación administrativa entre los Estados en la determinación y la recaudación de impuestos, en especial en términos del combate a la evasión y la elusión fiscales. La cooperación va desde el intercambio de información hasta el cobro de reembolsos de impuestos extranjeros. 


� Marcelo Dominguez “ACUERDOS DE INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN”. 15 Congreso Tributario CPCECABA, Mar del Plata, octubre 2015. 


� � HYPERLINK "http://www.hacienda.go.cr/docs/592899478c18a_Estandar%20de%20Reporte%20Comun%20CRS%20en%20Espanol.pdf" �http://www.hacienda.go.cr/docs/592899478c18a_Estandar%20de%20Reporte%20Comun%20CRS%20en%20Espanol.pdf�


� R.G AFIP 3826/15 Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal. Acuerdo Multilateral entre Autoridades Competentes sobre el intercambio automático de información relativo a cuentas financieras. Régimen de información. Su implementación.


� El objetivo de esta legislación del gobierno de Estados Unidos es el control de la evasión fiscal mediante la identificación de los ciudadanos y residentes de ese país que tengan dinero o fondos depositados en instituciones financieras extranjeras. Para ello, se requiere, obligatoriamente, a todas las instituciones financieras de fuera de Estados Unidos que identifiquen e informen a los ciudadanos y residentes norteamericanos que tienen depósitos e inversiones en esos bancos. Las instituciones deben poner a disposición del IRS (Internal Revenue Service autoridad fiscal de Estados Unidos) información relacionada con cuentas y productos financieros de dichas personas.


� El Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información Tributaria fue fundado en 2000 por la OCDE con el fin de elaborar normas en materia de derecho fiscal y tributario para erradicar los llamados 'paraísos fiscales', etiqueta que se emplea para denominar a 33 territorios o jurisdicciones en el mundo. Nació con 32 países miembros, pero en 2009 contaba ya con 90 países o territorios. Desde 2002 elabora modelos de intercambio de información fiscal y tributaria para acuerdos bilaterales o multilaterales. Es continuación del anterior Foro sobre prácticas fiscales perjudiciales, órgano interno del Comité de asuntos fiscales de la OCDE, creado en 1996 por iniciativa del G7.


�HYPERLINK "https://es.wikipedia.org/wiki/Foro_Global_sobre_Transparencia_e_Intercambio_de_Informaci%C3%B3n_Tributaria"�https://es.wikipedia.org/wiki/Foro_Global_sobre_Transparencia_e_Intercambio_de_Informaci%C3%B3n_Tributaria�


� BEPS hace referencia a la erosión de la base imponible y al traslado de beneficios propiciados por la existencia de lagunas o mecanismos no deseados entre los distintos sistemas impositivos nacionales de los que pueden servirse las empresas multinacionales (EMN), con el fin de hacer “desaparecer” beneficios a efectos fi scales, o bien de trasladar beneficios hacia ubicaciones donde existe escasa o nula actividad real, si bien goza de una débil imposición, derivando en escasa o nula renta sobre sociedades. A tenor de la creciente movilidad del capital y de activos tales como la propiedad intelectual, así como de los nuevos modelos de negocio del siglo XXI, BEPS se ha convertido en un serio problema.


� Con el propósito de establecer un marco estratégico de cooperación con otros países y organismos internacionales que incluya, como una de sus principales herramientas, el intercambio de información con otras administraciones tributarias, a los fines de combatir el fraude, la evasión y las prácticas de elusión fiscal, se implementa el “Régimen de Información Financiera de Sujetos no Residentes”.


� El envío de la información deberá realizarse mediante alguna de las siguientes opciones: a) Transferencia electrónica de datos mediante el servicio denominado “Presentación de DDJJ y Pagos” a través del sitio web de AFIP, conforme al procedimiento establecido por la Resolución General N° 1.345, sus modificatorias y complementarias. A tal fin deberán contar con “Clave Fiscal”, con nivel de seguridad 2 como mínimo, obtenida de acuerdo con lo dispuesto por la Resolución General N° 3.713. b)  Intercambio de información mediante “webservices” denominado “Presentación de DDJJ - perfil contribuyente”, cuyas especificaciones técnicas se encuentran disponibles en el mencionado micrositio.





� Publicada en el Boletín Oficial del 29/08/2012.


� RG (AFIP) Nº 3416, “Procedimiento. Fiscalización Electrónica. Su implementación, B.O.: 20/12/2012, fuente: www.infoleg.gob.ar


� Dicho procedimiento se encuentra regulado por la Resolución Normativa (ARBA) 15/2015, publicada en el Boletín Oficial de esa provincia con fecha 20/04/2015.


� Así, por ejemplo cuando ARBA compara –a raíz del intercambio de información vigente entre la AFIP con ese organismo- las declaraciones juradas del Impuesto al Valor Agregado (impuesto nacional) con las del Impuesto sobre los Ingresos Brutos (provincial) de un contribuyente y detecta inconsistencias, o bien descubre que se están utilizando alícuotas incorrectas, automáticamente coloca al contribuyente bajo fiscalización remota y le hace saber dicha situación con una notificación en su domicilio fiscal electrónico.


� Más allá de no pertenecer al Poder Judicial, cabe aclarar que históricamente se les aplica –impropiamente- la denominación de “jueces” a esos funcionarios de los respectivos Poderes Ejecutivos, por poseer indudables facultades jurisdiccionales.


� Disposición (AFIP) Nº 316, BO.: 12/9/2016, fuente: www.infoleg.gob.ar


� Los Espacios de Diálogo Institucional proporcionarán un ámbito de comunicación y un canal de contacto recíproco entre el Organismo y las Entidades Profesionales, las cámaras y las agrupaciones sectoriales con el fin de: a) Intercambiar propuestas y recomendaciones; b) Considerar opiniones externas; c) Analizar normas, procedimientos y sistemas; d) Contribuir al proceso de toma de decisiones y a la definición de lineamientos sobre los temas tratados; Los criterios que se adopten en el ámbito de los Espacios de Diálogo Institucional no revestirán carácter vinculante.


50 RG (AFIP) Nº 3377; B.O.: 29/08/2012; fuente: www.infoleg.gob.ar
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